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Derechos de la naturaleza: breve informe sobre  
el estado de la cuestión en América Latina
Natalia Barrilis, María Valeria Berros y Gisela Drewanz

I. Introducción

En este artículo reponemos el recorrido 
del proceso de reconocimiento de dere-
chos de la naturaleza en algunos países de 
América Latina. El trabajo se nutre de los 
aportes del Observatorio de Sentencias y 
Legislación anclado en el Proyecto de In-
vestigación “Meulen. Renovación de apor-
tes jurídicos sobre el problema ecológico”, 
en ejecución en el Centro de Investigacio-
nes de la FCJS-UNL.

II. Argentina

En Argentina, si bien no existe normativa 
vigente que reconozca de manera explícita 
a la naturaleza como sujeto de derecho, se 
encuentra en debate un proyecto de ley así 
orientado en la Cámara de Senadores (1). A 
su vez, en el contexto de la reforma consti-
tucional de la provincia de Santa Fe, se han 
generado espacios de discusión y se han 
producido colectiva y participativamente 
documentos que incorporan esta perspec-
tiva de ampliación de derechos (2).

III. Bolivia

El Estado Plurinacional de Bolivia san-
cionó la ley 71 en 2010 que reconoce los 
derechos de la Madre Tierra. La norma 
consagra una serie de principios de cumpli-
miento obligatorio y enuncia los derechos 
reconocidos. Al mismo tiempo, se estipulan 
las obligaciones que conciernen al Estado y 
los deberes de las personas, sean naturales 
o jurídicas, públicas o privadas, para ga-
rantizar su respeto.

Dos años más tarde, en 2012, se sancionó 
la ley 300 Marco de la Madre Tierra y De-
sarrollo Integral para Vivir Bien en la que 
se pretende establecer la visión y los funda-
mentos del desarrollo integral en armonía 
y equilibrio con la Madre Tierra para vivir 
bien. En esta norma se reiteran algunos 
principios de la ley 71 y se incorporan otros, 

como el precautorio y la justicia climática. 
A su vez, se enumeran los pilares del vivir 
bien, pensado como horizonte alternativo 
al capitalismo, cuya dimensión ecológica 
consiste en esta ampliación de derechos. 
En dichas normas también se identifican 
una serie de diseños institucionales, como 
es la Defensoría de la Madre Tierra y la Au-
toridad Plurinacional de la Madre Tierra.

IV. Brasil

En el estado de Pernambuco dos locali-
dades han reconocido a la naturaleza como 
sujeto de derecho en sus leyes orgánicas: 
Bonito en 2017 (art. 236) y Paudalho en 
2018 (art. 181).

V. Colombia

A pesar de la concepción en principio an-
tropocéntrica de la Constitución colombia-
na de 1991, la Corte Constitucional y otros 
tribunales han avanzado en una reinterpre-
tación de la letra de la Carta Magna desde 
una perspectiva más ecocéntrica.

El primer caso, de 2016, conocido como 
“Río Atrato” es resultado de una acción 
de tutela interpuesta por un conjunto de 
asociaciones con la finalidad de detener 
el uso intensivo y a gran escala de diver-
sos métodos de extracción en minería y de 
explotación forestal ilegal que afectaban 
gravemente al río, sus cuencas, ciénagas, 
humedales y afluentes. Se abre con esta de-
cisión un camino dado que decide recono-
cer al río Atrato “como una entidad sujeto 
de derechos a la protección, conservación, 
mantenimiento y restauración a cargo del 
Estado y las comunidades étnicas” (3).

El segundo caso se inicia por parte de un 
grupo de niños, niñas y adolescentes de en-
tre 7 y 25 años que solicitan la paralización 
de la deforestación, en especial en la Ama-
zonía colombiana. Entre los fundamentos 
se encuentra la vulneración de su derecho 

al ambiente sano, así como el de las gene-
raciones que los sucederán, que también se 
verán afectadas por las implicancias de la 
deforestación en términos de calentamien-
to global. Además de la disposición de di-
ferentes instancias participativas de toma 
de decisiones y la construcción de un pacto 
intergeneracional, la Corte vuelve sobre la 
sentencia “Atrato” y, esta vez, reconoce 
como sujeto legal a la Amazonía (4).

Por último, el Tribunal Administrativo 
de Boyacá reconoció como sujeto de de-
recho al Páramo de Pisba. A partir de un 
análisis entre los intereses contrapuestos 
existentes en el caso, que son el derecho 
de la naturaleza a su conservación y el de 
las comunidades a realizar sus actividades 
económicas, sociales y culturales, en la 
sentencia se decide restringir ciertas fa-
cultades de los habitantes sin desvanecer 
su núcleo esencial en beneficio de la pre-
servación del ecosistema (5).

VI. Ecuador

La Constitución de la República del 
Ecuador, sancionada en 2008, es el primer 
caso a nivel mundial de reconocimiento 
de los derechos de la naturaleza en su ley 
fundamental. Allí se dispone el derecho al 
respeto integral de su existencia, así como 
el derecho a la restauración (art. 71 y ss.) y 
se identifican una serie de herramientas y 
mecanismos para hacer efectiva esta tutela 
con base en una amplia legitimación activa. 
Los jueces poseen facultades ordenatorias 
sobre la actividad probatoria, lo que se 
complementa con la presunción estableci-
da a favor del accionante cuando la entidad 
pública requerida no demuestre lo contra-
rio o no suministre información, considera-
ciones receptadas en los casos “Vilcabam-
ba” (6) y “Comunidad El Verdún” (7).

El debate por los alcances de este reco-
nocimiento también ha aparecido en su-
puestos en los que existe conflicto entre 
este tipo de reconocimiento y derechos y 
libertades individuales, por ejemplo, en la 
decisión que versa sobre la protección del 

archipiélago Galápagos (8). En similar sen-
tido, en el fallo “Marmeza” se revocó una 
sentencia previa por su falta de adecuación 
a las normas y principios constitucionales, 
entre los que se destaca el estatuto jurídico 
de la naturaleza (9).

Similares argumentos se utilizaron re-
cientemente, cuando la Corte Provincial de 
Justicia de Azuay decidió, el 3 de agosto de 
2018, confirmar la suspensión del proyecto 
minero Río Blanco. En este caso también 
aparecen otros fundamentos de gran im-
portancia, como lo son la incorporación de 
la zona en la categoría Reserva de la Biós-
fera en 2013 por UNESCO, la ausencia de 
consulta previa, libre e informada de comu-
nidades indígenas, entre otros.

VII. México

En la reciente Constitución de la Ciudad 
de México, el art. 13 reconoce el derecho a 
la preservación y protección de la naturale-
za. A su vez, se debe promover la participa-
ción ciudadana en la materia.

En la Constitución del Estado Libre y So-
berano de Guerrero, en 2014, se reconocen 
los derechos de la naturaleza en su art. 2º.

Una década del itinerario iniciado por 
Ecuador desde 2008 es poco tiempo para 
sellar conclusiones. Sin embargo, podemos 
arriesgar algunas intuiciones que hacen 
de este proceso contemporáneo uno de los 
más innovadores para el campo jurídico. 
Por un lado, estas ideas provenientes de 
países del sur han llegado a los debates en 
otras latitudes, lo que no es habitual en la 
construcción del derecho ambiental. Por 
el otro, estas traducciones legales son una 
prueba más de la pluralidad de cosmovisio-
nes hoy presentes sobre la cuestión eco-
lógica, lo que puede abrir la puerta a un 
modo más democrático de construcción del 
derecho ambiental. l
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